	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Caracas,   20   de   febrero  de  2003.  Años:  192º  y  144º.-
 


En el procedimiento de calificación de despido, seguido por el ciudadano JOSÉ BRITO PÉREZ, representado judicialmente por los abogados Jesús Rafael Quintero, Víctor Smith Villavicencio y Humberto Márquez Sánchez, contra la empresa VANGUARDIA DE INDUSTRIAS TECNOLÓGICAS, C.A. (VITCA), representada judicialmente por los abogados Aura Alicia Bolívar Sánchez y Rubén Jesús Villavicencio Navarro; el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, conociendo en apelación, dictó sentencia en fecha 25 de septiembre de 2002, mediante la cual declara sin lugar el recurso ejercido por la parte demandada contra la sentencia interlocutoria dictada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito, y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en fecha 9 de marzo de 2001; ratificando así la experticia realizada por la experta Yumidla Colina.
 

Contra la mencionada decisión, la representación judicial de la parte accionada, anunció recurso de casación por ante esa alzada, según consta en escrito consignado en fecha 18 de octubre de 2002.
 

El Tribunal Superior ante el cual se anunció el recurso de casación, negó la admisión del mismo, mediante auto de fecha 21 de octubre de 2002.
 

Producto de la precedente negativa, el representante de la demandada, interpuso recurso de hecho, mediante escrito de fecha 29 de octubre del año 2002.
 

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta oportunamente del asunto de autos y se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe este fallo. Terminada así la tramitación procesal del presente recurso de hecho, pasa la Sala a dictar sentencia con base en las consideraciones siguientes:
 
Ú N I C O
 

El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón con sede en Coro, al declarar la negativa sobre la admisión del recurso de casación lo hizo en los siguientes términos: 

 

“...1) por auto de fecha 15 de octubre de 2002, este Tribunal declaró definitivamente firme el fallo dictado, y ordenó la remisión del presente expediente al Tribunal de origen, con oficio Nro. 1025, el cual se acuerda dejar sin efecto.

2) De conformidad con el artículo 123, de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual expresa: “De la decisión del Tribunal Superior del Trabajo en materia de calificación de despido no se concederá el recurso de casación”.

Los procedimientos de estabilidad laboral no tienen recurso de casación, y así ha sido reiterado hasta la saciedad por el Tribunal Supremo de Justicia. 

3) Que en sentencia de fecha 05 de febrero de 2002, dictada por la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, caso seguido por el ciudadano Jhon Jairo Mejías Hoyos y otros, contra el auto de fecha 20 de noviembre de 2001, dictado por este Tribunal Superior, que a su vez le había negado la admisión del recurso de casación anunciado, en dicho procedimiento.

Por los mismos motivos señalados, se niega la admisión del recurso de casación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandada”.

 

 

 


Como se aprecia, la recurrida es una sentencia dictada en un procedimiento de calificación de despido y, según lo establece el artículo 123 de la Ley Orgánica del Trabajo, de la sentencia del Tribunal Superior del Trabajo, en materia de calificación de despido no se concederá el recurso de casación.
 

Por su parte, esta Sala de Casación Social ha sentado jurisprudencia mediante sentencias del 9 de febrero y 12 de abril de 2000, donde, compartiendo los criterios anteriormente expuestos, estableció lo siguiente:
 
“...Es evidente que el legislador quiso dotar al procedimiento de calificación de despido de ciertas características muy especiales que lo diferencian de un procedimiento ordinario e incluso del especial laboral; pero la más relevante consiste en que al limitar las impugnaciones contra las sentencias dictadas en este procedimiento, consagró el conocimiento por parte de las autoridades competentes en dos (2) únicas instancias.” (cursiva de la Sala).

 

 

 


Con fundamento en los argumentos que anteceden, se ratifica la inadmisibilidad del extraordinario recurso de casación anunciado contra la sentencia de fecha 25 de septiembre de 2002, como con acierto lo estableció el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, mediante auto de fecha 21 de octubre del mismo año, lo que acarrea como consecuencia inmediata la improcedencia del presente recurso de hecho. Así se decide.

Por último, esta Sala considera pertinente señalar lo expresado por el sentenciador de alzada, en primer término, al declarar sin lugar la apelación ejercida contra la sentencia interlocutoria -ya citada en la parte narrativa de la presente decisión-, y luego al negar el recurso de casación anunciado por el abogado Rubén Villavicencio; apreciándose a tal efecto lo  siguiente:
 
“...h) Se le advierte al abogado apelante su obligación ineludible de no interponer alegatos ni incidencia, cuando tenga conciencia de su manifiesta falta de fundamentos; pues, por un lado debe recordar que es un técnico del derecho y, por otro, que conoce las actas procesales y prueba de ello, tenía pleno conocimiento de que la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada ordenó el reenganche del trabajo, (sic) el pago de los salarios devengados desde la fecha del despido hasta su reincorporación definitiva a sus labores habituales; pues, no sólo la está causante (sic) un perjuicio al trabajador, sino, también a su representada. Observación que se le formula de conformidad con los artículos 17 y 170 ordinal 2, parágrafo único, ordinal 1° eiusdem...”.

 

“...Se le advierte al abogado Rubén Villavicencio, que de conformidad con los ordinales 1° y 3°, del parágrafo único, del artículo 170, del Código de Procedimiento Civil, está promoviendo un recurso manifiestamente infundado con el propósito de impedir el mandato contenido en la sentencia de estabilidad laboral. En tal sentido se acuerda notificar a la parte demandada en la persona de Giovanni Vit Marcolini, presidente de la empresa para que se sirva comparecer por ante este Tribunal en el plazo de 24 horas, más un (1) día de término de distancia, de manera estrictamente personal, a fin de imponerlo de la situación del caso, sin perjuicio de la responsabilidad establecida en dicha norma.”

 

 

 


Conforme lo anterior, se observa que al abogado Rubén Villavicencio se le ha llamado la atención por retrasar innecesariamente la administración de justicia. En este sentido, y vista la fútil interposición del presente recurso de hecho, en tanto y cuanto la ley expresamente niega casación a un asunto como el de autos, esta Sala de Casación Social, estima conveniente imponerle una multa al precitado profesional del derecho. Así se decide.
 

D E C I S I Ó N
 


En mérito de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara SIN LUGAR el recurso de hecho propuesto por el abogado Rubén Villavicencio, en representación de la empresa Vanguardia de Industrias Tecnológicas, C.A (VITCA), contra el auto de fecha 21 de octubre de 2002, dictado por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, con sede en Coro.

De conformidad con lo establecido en el artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la parte recurrente.
 

Así mismo, conforme a la reiterada doctrina que ha ratificado la inadmisibilidad del recurso de casación en los procedimientos de calificación de despido, esta Sala considera que la interposición del presente recurso de hecho ha sido efectuado en forma maliciosa. En consecuencia, con fundamento en la parte in fine del artículo 316 del Código de Procedimiento Civil, se impone al abogado Rubén Villavicencio una multa de VEINTE MIL BOLÍVARES (Bs. 20,000,oo), a cuyo efecto se ordenará al tribunal de la causa expedir la correspondiente planilla de liquidación, para ser pagada en una oficina receptora de fondos nacionales dependiente del Ministerio de Finanzas.
 

Publíquese, regístrese y remítase al Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, con sede en Punto Fijo. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, con sede en Coro, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 316 del Código de Procedimiento Civil. 
 

El Presidente de la Sala y Ponente,
 
 
_______________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 
 
El Vicepresidente,
 
 
_______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 
                                                             Magistrado,
 
 
                                             ____________________________
                                             ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
La Secretaria,
 
 
__________________________
BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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